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Auditora Interna

MUNICIPALIDAD COTO BRUS

Estimada señora:


Asunto:  Consulta acerca del artículo 34 de la Ley General de Control Interno.

Damos respuesta a su oficio número DAI-55-2002 del 18 de octubre del presente año, en el cual se consulta si el pago del 65% de prohibición que contempla el artículo 34 de la Ley General de Control Interno, también le aplica a los Auditores Internos que sean Contadores Privados, incorporados al Colegio de Contadores Privados y a partir de que fecha.


Al respecto esta Contraloría General de la República ha emitido reiterados pronunciamientos sobre la aplicación del artículo 34 de la Ley General de Control Interno, el cual se le adjuntara al presente documento, con la finalidad de que aclare sus dudas.


No obstante lo anterior, valga resaltar lo indicado en el oficio N° 12357 del 18 de octubre del presente año, en el cual se indica a quienes se les debe pagar la prohibición contempla el numeral 34 supra citado y bajo cuáles criterios: 

“El numeral 21 de la supra citada ley, presenta un concepto funcional de auditoría interna, es decir un concepto en razón de las funciones que tiene esa unidad, el cual señala:

‘Artículo 21.—Concepto funcional de auditoría interna. La auditoría interna es la actividad independiente, objetiva y asesora, que proporciona seguridad al ente u órgano, puesto que se crea para validar y mejorar sus operaciones. Contribuye a que se alcancen los objetivos institucionales, mediante la práctica de un enfoque sistémico y profesional para evaluar y mejorar la efectividad de la administración del riesgo, del control y de los procesos de dirección en las entidades y los órganos sujetos a esta Ley. Dentro de una organización, la auditoría interna proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la del resto, de la administración se ejecuta conforme al marco legal y técnico y a las prácticas sanas.” (Lo subrayado no es del original)

Del concepto  transcrito de auditoría interna, se desprende que los funcionarios que realizan la función de auditora interna, son aquellos que precisamente tienen una preparación académica que les faculta para cumplir debidamente con las labores que el ordenamiento jurídico y técnico les ordena.

 Por otra parte, los numerales 22, 32 y 33 describen las competencias, deberes y obligaciones, del auditor interno, subauditor y demás funcionarios de la auditoría interna, entendiéndose estos últimos como aquellos servidores competentes para realizar las tareas que ahí se estipulan. Al respecto los numerales mencionados indican lo siguiente: (...)

En así como este Órgano Contralor considera que en buena técnica interpretativa, y en virtud de la forma en que quedó redactado el artículo 34 de la ley en comentario, se debe indicar que el pago referido, abarca las prohibiciones contempladas en el mismo numeral, así como en el resto de la ley. Es decir, agrega a la prohibición tradicional, en cuanto al no ejercicio de la profesión liberal, también el no poder realizar funciones ni actuaciones de administración activa, no formar parte de un órgano director de un procedimiento administrativo, no participar en actividades político electorales, salvo la emisión del voto en las elecciones nacionales y municipales, el no revelar información sobre las auditorías o estudios especiales que se estén realizando, entre otras.

Aunado a lo anterior, tal y como lo indica la norma, esta compensación salarial del 65% por concepto de prohibición, se calcula sobre el salario base, el cual en general se entiende éste como el salario calculado para el servidor público del cual se parte para los pluses asignados de otros factores económicos y así obtener un salario total, dependiendo de la profesión y plaza en que se encuentre, el cual está concebido en función de las políticas presupuestarias, manejadas a través de las escalas salariales existentes. 

...De conformidad con lo anterior, considerando la naturaleza de las competencias, obligaciones y potestades inherentes a la actividad de auditoría interna, y las prohibiciones que implica su ejercicio, se desprende de los artículos supra transcritos, que cuando la ley estipula “y demás funcionarios de la auditoría interna”, se refiere únicamente a aquellos servidores públicos que cumplen con las competencias propias de la actividad de auditoría interna; por tanto, no se incluye a los funcionarios administrativos de la unidad, sea secretarias, choferes, mensajeros, etc., en virtud de que estrictamente no cumplen con las funciones propias de auditoría interna, sino que son personal de apoyo para la unidad.  En consecuencia, al pago de las prohibiciones que contempla dicho cuerpo normativo, tienen derecho el Auditor y Subauditor, así como todos los funcionarios que laboran en la unidad de auditoría interna de cada entidad u órgano, sin ningún distingo de grado académico, siempre y cuando ejerzan funciones de auditoría interna.

En esa misma línea de pensamiento la Procuraduría General de la República indicó mediante el dictamen N° C-174-97 del 17 de setiembre de 1997, lo siguiente: 

‘(...) es lo cierto que la norma extrapresupuestaria establece una prohibición expresa refiriéndose genéricamente a los “funcionarios de auditoría”, sin hacer mención a ningún tipo de auditoría en especial. En efecto, la norma es general y lo suficientemente amplia para que resulte incuestionable el derecho a la compensación económica de todos los funcionarios que realizan funciones de auditoría en los distintos órganos del Gobierno Central. Interesa resaltar que la compensación tampoco se origina en la titularidad de una determinada formación académica o profesional, sino en el hecho de realizar funciones de Auditoría dentro de un órgano del Gobierno, por lo que no se exige un grado académico determinado. De allí para efectos de reconocimiento de esa indemnización, lo importante es determinar si el funcionario de que se trata ocupa un puesto que técnicamente es de la Auditoría. Es decir, el término “Auditoría” debe ser entendido en su aceptación técnica, y por ende, comprensivo de todas las funciones que dicha disciplina abarca. ”


De lo anterior podemos concluir, que el artículo 34 de la Ley General de Control Interno, establece la compensación del 65% como pago por todas las prohibiciones que contempla el mismo junto con las de la ley. Asimismo, tal y como se indicó por esta Contraloría General de la República, el mencionado numeral no impone limitaciones de grados académicos, ni tampoco a determinadas profesiones u oficios para su pago. En ese sentido, lo que se contempla como requisito para el pago de la prohibición, es que el funcionario se desempeñe en alguna de los plazas indicadas, sea Auditor, Subauditor Interno y demás funcionarios de auditoría, que laboren en la unidad de auditoría interna y que desempeñen las funciones, deberes y competencias establecidas en los numerales 22, 32 y 33 del mismo cuerpo legal, sea funciones fiscalizadoras.


Por lo anterior podemos concluir que la señora Auditora Interna de la Municipalidad de Coto Brus, siendo Contadora Privada incorporada al Colegio Profesional respectivo, sí tiene derecho al pago del 65% como compensación por las prohibiciones contempladas en la Ley General de Control Interno. No omitimos advertir, que se tiene que tomar en cuenta lo establecido por este Órgano Contralor, en el sentido de que el régimen de la prohibición es excluyente de cualquier otro régimen de prohibición similar vigente y también excluyente del régimen de la dedicación exclusiva pues deja de ser voluntario para convertirse en un mandato legal, es decir cuando se paga la prohibición desaparece la dedicación exclusiva


Por último, cabe indicarle que la aplicación de esta ley, tal y como se establece en su parte final, es a partir de su publicación, sea desde el 4 de setiembre del presente año, fecha a partir de la cual el Auditor, Subauditor y los funcionarios de la auditoría interna tienen derecho al reconocimiento respectivo, en el tanto cumplan las condiciones mencionadas en los puntos anteriores, verificación que en todo caso es responsabilidad de la administración activa y para su pago se observan los procedimientos y requerimientos vigentes en cada entidad. 


Atentamente,


Licda. Ana Paula Hernández Cordero


Fiscalizadora Asociada

APHC/ddr.

Ci: Archivo Central

     Copiador

Adjunto:  Oficio N° 12357 (DI-CR-313) del 11 de octubre del 2002.

NI: 25932

· Criterios y dictámenes

